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			Prólogo



			Lo sabe cualquier chilango que tenga medio pie en la realidad: del policía que te pide una mordida a la calle ocupada por un franelero que te exige 20 o 40 pesos para no rayarte el coche; del valet parking que le disputa las calles a ese franelero por la fuerza si hace falta; y del limpiaparabrisas que detiene el tráfico porque no ha terminado de pasarle el trapo a la camioneta de adelante al revendedor en el Azteca o el Foro Sol, y al individuo siniestro que te exige pago de protección para no quemarte el negocio o meterte un tiro, en esta ciudad no hay ámbito de la vida diaria en el que no sea altamente probable enfrentarse a un acto de corrupción, y no hay acto de corrupción que no esté sostenido por una sofisticada red de complicidades. De mafias, para que nos entendamos, pero mafias que no son fácilmente identificables.



			Los grandes cárteles, esos que copan los medios y las redes, son por necesidad organizaciones estridentes: ocupar territorios de forma militar o paramilitar exige una continua elaboración de mensajes brutales para marcar fronteras ante la competencia e intimidar a la ciudadanía y las fuerzas del Estado. No hay organización criminal de gran escala que no sea en esencia propagandística, de ahí los videos sangrientos, las cartulinas con amenazas y los cuerpos colgados. Hay, en cambio, organizaciones mafiosas que le apuestan al bajo perfil, es decir, que prefieren, digamos, susurrar, muchas de las cuales tienen como base de operaciones la capital y sus vecindades. 



			A la tarea necesaria, urgente incluso, de ponerles un altavoz, de llevarlas a la luz, de diseccionarlas y hacerlas entendibles, de desmenuzar sus estrategias y sus presumibles vínculos con nuestros gobernantes y funcionarios, está dedicado este libro, producto de una notable coalición de talentos periodísticos coordinados por Sandra Romandía, a su vez una brillante periodista y editora.



			¿Qué tienes que hacer para vender comida en un mercado, en el entendido de que no basta con tener un permiso oficial? ¿Y para manejar un taxi conforme a la ley, con los papeles en regla? ¿Quién se beneficia de los taxis pirata que te intentan cobrar 500 pesos por un trayecto de 10 minutos? ¿Y de los ríos de puestos callejeros, rigurosamente ilegales, que secuestran las banquetas por las que no podemos caminar y se piratean la luz que todos pagamos? El abasto de agua es un problema con muchas aristas y en estricto sentido un problema universal que obedece al desastre ecológico en que hemos convertido al planeta, pero ¿qué descubres cuando “sigues el dinero”, es decir, cuando sigues a esas pipas filibusteras, chocolatas, que gambetean por las calles de nuestros barrios más pobres y aprovechan la incapacidad y la corrupción de las “autoridades”? ¿Qué hay detrás del submundo infame del tráfico sexual que invade los hoteles o moteles chilangos? ¿Por qué se cae a pedazos el metro, no solo pero en particular desde el inicio de esta administración? Esos son algunos de los temas que aborda Las siete mafias de la cdmx, un libro que, sin embargo, trae muy buenas noticias.



			Las buenas noticias son que el periodismo de investigación, el periodismo de a de veras, riguroso, bien contado, capaz de ir a las fuentes, de caminar las calles, de contrastar datos y descreer de las “versiones oficiales” —esas formas del optimismo con escasa verosimilitud y pésima prosa—, goza de buena salud. Muy buena. Dense un rato para leer estas historias de nuestro día a día, esta radiografía tan necesaria de la compleja, cruel, fascinante y esforzada tierra chilanga.



			Julio Patán
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			La mafia de los mercados



			Nurit Martínez Carballo



			“¡Güerita, güerita, pásele! Pregunte sin compromiso… ¡Pásele! ¡Pásele!” es la invitación que lanzan hombres y mujeres desde los distintos puestos mientras extienden la carta de sus menús a los visitantes. “Tenemos guisado, arroz y frijoles por 40 pesos”, se lee en la cartulina naranja que pende de uno de los muros del local de Sarita. Con tan solo voltear y pasar la vista entre los puestos de ladrillo rojo la oferta de antojitos se amplía: tamales Chely, antojitos Paty y tacos de canasta Doña Ofelia, aunque también es posible comprar una cadena, aretes o pulsera de plata y de oro en el local de Claudia Casados González, o surtir la despensa semanal en el área de frutas, verduras, legumbres y abarrotes que se ofrecen en el mercado 81 Villa Comidas (Viejo). Entre ellos se disputan la atención de los clientes, aunque en ese lugar la reyerta entre locatarios se libra en juzgados, con amparos, trámites e incluso pagos fiscales o cobros fuera de lo que establece el reglamento de mercados, vigente desde 1951.



			“El mayor problema que enfrentan los locatarios son esa carga jurídica pero también ‘el entre’ que provoca que no tengan certeza de los puestos”, explica Alberto Vargas, dirigente del movimiento 17 de Marzo o Movimiento Nacional del Contribuyente Social, A. C. (Monacoso), una de las decenas de organizaciones que existen en la Ciudad de México para apoyo de los comerciantes establecidos o ambulantes, ante el abuso de la autoridad.



			El “entre” es la moneda de cambio que opera en los mercados para su regulación y ordenamiento, con el que actúan los funcionarios del gobierno local y verificadores que no aparecen en la nómina de servidores públicos, pero que son el poder real fáctico detrás del comercio del 1.7% del producto interno bruto (pib) comercial en la Ciudad de México y de 280 000 empleos directos.



			Claudia y locatarios de otros mercados en la ciudad coinciden, son los supervisores, asignados para hacer revisiones de mantenimiento y encargados de verificar que se cumplan los cobros oficiales, los que tienen el control y autorización de obras, remodelaciones y el poder de aprobar el cambio de propietarios de los locales. Todo bajo sus propias reglas. Son ellos los que aplican sanciones y también amenazan a los locatarios, incluso con despojarlos de sus locales.



			“Hablar del ‘entre’, de lo que es un secreto a voces, de los pagos no reconocidos en el comercio, es difícil. Es toda una cadena de corrupción lo que se vive en los mercados”, sigue en su explicación Vargas.



			Él goza del aprecio de los locatarios, porque hasta ahora se mantiene apartidista, alejado del apetito de los funcionarios públicos y de los vaivenes electorales. Aunque hay quien señala que él forma parte de esos grupos de interés, de los que dicen brindar asesoría y cobijo a cambio de llevar largos procesos judiciales, fiscales o realizar gestiones ante las diferentes ventanillas del gobierno.



			Los locatarios definen al “entre” o “moche”, ese soborno o extorsión, como un pago discrecional, al margen de las obligaciones fiscales, que opera en negociaciones entre representantes de la autoridad en las alcaldías, locatarios, líderes de mercados y organizaciones de apoyo para resolver el entramado burocrático y realizar gestiones, todo para que los dejen seguir vendiendo. Queda al margen del conocimiento de los compradores, en su mayoría amas de casa, o denominadas marchantas o güeritas, para adquirir alimentos básicos, exóticos e incluso gourmets, dependiendo del local y la colonia o barrio en el que se encuentre el mercado.



			En la Ciudad de México se contabilizan 335 mercados públicos y todos ellos tienen una larga tradición. Algunos historiadores ubican su presencia desde la etapa prehispánica, y que a la llegada de los españoles a la gran Tenochtitlan fue motivo de relatos en las cartas de Hernán Cortés a los reyes de España o de las detalladas crónicas de Bernal Díaz del Castillo. En ambas aparece el colorido de las frutas descubiertas, aves de grandes plumajes y granos que se ofrecían en el mercado del antes Zócalo capitalino y que llenaron la gastronomía mundial, como el maíz, el cacao o el guajolote.



			En las mercaderías de hoy se perpetúan algunas de esas manifestaciones culturales, gastronómicas, artísticas, de expresión y modismos populares. Eso les hizo merecer en 2016 la calificación de patrimonio cultural intangible. Esa declaratoria trajo detrás la intención de rescatar, modernizar y atender viejos problemas de los que son aún canales de abasto para 46% de los hogares capitalinos; el resto lo hace a través de los centros comerciales o en la informalidad.



			El día que fue declarada la fiesta de los mercados en la Ciudad de México, por la reinauguración de este mercado 81 Villa Comidas (Viejo), a Claudia se le ve seria y con el rostro endurecido, al posar frente a las cámaras al lado de los funcionarios de la Ciudad de México y de la demarcación Gustavo A. Madero.



			Claudia Casados González, en ese momento la dirigente de la Asociación de Locatarios Los Arcos del mercado 81 Villa Comidas (Viejo), viste pantalón de mezclilla, una blusa color crema y un chaleco amarillo. Dice no tener partido, pero ese día eligió el color distintivo del Partido de la Revolución Democrática (prd) para recibir a Miguel Ángel Mancera, último de los jefes de Gobierno del llamado partido del sol azteca en la capital del país, tras gobernar 20 años.



			Ese 22 de diciembre de 2017 enfrenta como dirigente de locatarios a la burocracia por la disputa de 80 de los 290 locales del mercado. Previo a la inauguración se vivieron semanas de confrontación. Esos comerciantes fueron despojados. El área de gobierno de la delegación entregó a ambulantes y políticos esos locales. Todo fue un intercambio de favores con el apoyo de la dirección de mercados. Es por ello que cuatro bandos se disputan los nuevos espacios del moderno mercado que se ubica frente a la Plaza Mariana en la Basílica de Guadalupe, al pie de una de las paradas del recorrido turístico del turibús.



			Claudia vive momentos de tensión en esa ceremonia tras una larga disputa de dos años en los juzgados, que aún no concluye. Incluso ella también será despojada de uno de sus dos locales, en el que ofrece piezas de joyería de plata y oro, en un altercado por la titularidad de la concesión provocado desde la delegación. Solo que antes de ir a los expedientes es necesario analizar en dónde surgieron todos esos enredos de la ley.



			El florecimiento



			Conocido como el mercado 81 Villa Comidas (Viejo), este es uno de los 51 registrados en la alcaldía Gustavo A. Madero, y junto al María Esther Zuno de Echeverría satisfacen la demanda de alimentos de quienes visitan el santuario guadalupano. Por su tradición y los años de presencia en la zona, los vecinos de Martín Carrera lo conocen también como el mercado Los Arcos.



			Con esa cantidad de mercados la alcaldía está a la cabeza del comercio de abasto de alimentos en la ciudad. En los 335 mercados de la cdmx se contabilizan poco más de 72 000 locales y los que se ubican en la Gustavo A. Madero, así como en las alcaldías Cuauhtémoc y Venustiano Carranza, representan la mitad de los que hay en toda la ciudad.



			El Villa Comidas fue construido sobre un predio de 5 000 metros cuadrados e inaugurado el 28 de octubre de 1957, año que los fundadores denominaron la época de oro de los mercados públicos. Este surgió a mitad de la gestión del llamado Regente de Hierro, Ernesto P. Uruchurtu Peralta, quien fue jefe del Departamento del Distrito Federal de 1952 a 1966, e impulsó la modernización y el reordenamiento del comercio en la ciudad.



			El regente que trascendió las administraciones de tres presidentes (Adolfo Ruiz Cortines, Adolfo López Mateos y Gustavo Díaz Ordaz) estaba empeñado en poner orden y limpieza a la ciudad, y una de sus principales obsesiones fueron los mercados, además de crear y embellecer con gladiolas las principales vialidades de la ciudad. De ahí el sobrenombre que se ganó: Don Gladiolo.



			Ordenó limpiar las calles, retirar los tianguis y los puestos de ambulantes o sobre ruedas en las colonias. A muchos de ellos los convenció de ingresar a los mercados, asignando espacios en complejos que llegaron a contar con baños, guarderías, zonas de lavado y desinfección para frutas y verduras. Su aspiración fue dar continuidad a la tendencia de mercados modernos, sin llegar a lo que hizo su antecesor en 1934 en el mercado Abelardo L. Rodríguez, en donde alumnos muralistas de Diego Rivera elaboraron ocho piezas que aún se conservan ahí.



			También ordenó la construcción del rastro, para que el sacrificio de ganado o de aves se realizara en un lugar con las condiciones higiénicas necesarias. Eso “trajo una estandarización de precios en los productos alimenticios, al mismo tiempo que logró una estabilidad en cuanto a la distribución y optimización de todos los recursos”, señalan las crónicas periodísticas.



			Durante ese periodo se crearon más de 150 mercados y los locales fueron entregados bajo la modalidad de concesión. A aquellos que no siguieron su instrucción de adquirir un local y limitarse a vender en esos nuevos centros de abasto, el regente pidió levantar “sanciones que podían ser monetarias, cobrándoles multas superiores a los 100 pesos de ‘aquellos tiempos’ o arrestándolos”.



			Desde su origen estuvieron sentadas las bases para que los locatarios fueran blanco de la corrupción, de una mafia de la burocracia asentada en los gobiernos delegacionales encargados de la administración de mercados, primero en las delegaciones y luego en las alcaldías, sin que la autoridad central de la Ciudad de México pusiera control a cobros indebidos.



			Hasta octubre de 2019 la Secretaría de Desarrollo Económico (Sedeco) estimaba en 20 000 de esos 70 000 puestos, comerciantes y familias dependientes directas que debía solventar alguna irregularidad en su documentación. Mientras que, al inicio de 2022, desde el Congreso local se han realizado llamados a la secretaría para que se realice un censo que identifique la falta de documentación, pero también para que con “sensibilidad, empatía y flexibilidad” se regularicen las cédulas de aquellos titulares que fallecieron durante la pandemia de Covid-19, pues el vacío legal impide que los familiares continúen con el comercio.



			“De ese tamaño es la posibilidad de que viva el ‘entre’ o el ‘moche’, de las ganancias no registradas a la tesorería. Es una red de corrupción en las áreas de mercados y no creo que no sepan los titulares de cada alcaldía”, reflexiona Alberto Vargas.



			Ello hace recordar que en el siglo xix las figuras más temidas en la región central europea eran los gabellotti, herederos de los publicanos o arrendadores de la antigua Roma, encargados de la recaudación de impuestos. Estos recolectores adquirieron cada vez más poder en relación con los actos de corrupción y extorsión a los que recurrieron en el proceso de cobrar los impuestos. Se valieron de trabajadores, ladrones y hasta cuatreros que les ayudaban en su tarea. Fue en Italia donde se dice que esos grupos organizados, que hacían uso de la bravuconería y arrogancia, fueron conocidos como mafias.



			La comida típica de la ciudad
como oferta turística



			El mercado 81 Villa Comidas (Viejo) está edificado en un espacio ubicado en las calles 5 de Febrero, Bustamante o Pedro María Anaya y la Calzada de San Juan de Aragón, en la alcaldía Gustavo A. Madero. Una zona donde confluyen 20 millones de peregrinos al año rumbo a la Basílica de Guadalupe y a la capilla del Pocito, considerado como uno de los lugares turísticos para la congregación católica.



			El Regente de Hierro buscó “controlar a los vendedores ambulantes de comida elaborada que ofrecían sus alimentos sin ningún tipo de sanidad, de control y, por obvias razones, sin contribución al erario. A petición expresa de la mayoría de los mismos vendedores, que veían con buenos ojos la construcción de un mercado exclusivo para la venta de comida y antojitos, con su demanda obligaron a las autoridades a aceptar la propuesta de concentrar en un solo espacio a los cientos de puestos que existían en los alrededores de la Villa y dentro de atrio de la Basílica”.



			El 28 de octubre de 1957 fue inaugurado el Villa Comidas con 200 locales, y con una clientela asidua conformada por peregrinos, turistas y vecinos de una de las colonias más populares: la Martín Carrera.



			Los años, el crecimiento urbano y la llegada de nuevos grupos de comerciantes ambulantes provocaron una competencia desleal, por lo que en 1976, por determinación del presidente Luis Echeverría, se construyó un nuevo mercado de comidas, solo que con mejor ubicación: frente a la Plaza de las Américas, a 20 metros del acceso principal de la Basílica de Guadalupe.



			Una parte importante de los propietarios del mercado 81 decidió trasladarse a ese nuevo espacio y provocó el abandono del 81 Villa Comidas, refieren los relatos históricos recogidos por la entonces Asamblea Legislativa del Distrito Federal.



			Claudia Casados González nació en ese entorno, su familia formaba parte de ese grupo de comerciantes.



			“Ahí crecí, conocí a mi esposo, me casé y tuve a mis hijos, que hoy son universitarios”.



			Hoy dirige el Movimiento 17 de Marzo en ese mercado, una organización que se dedica a la defensa de los derechos de los locatarios en diversos mercados ubicados en los estados del centro del país. La otra organización visible dentro de ese mercado es la Iturbide.



			Claudia llegó al mercado en 1989 de la mano de su mamá. Ahí sus papás establecieron una pastelería. Claudia llegó a combinar el trabajo en ese lugar con sus estudios de sociología, solo que los dejó truncos a la mitad de la licenciatura debido a que se convirtió en mamá y prefirió dedicarse al cuidado de su bebé. Sus papás tuvieron ese local hasta que la diabetes los llevó a traspasar el local.



			Relata que a partir de la década de los setenta del siglo pasado el mercado abrió sus puertas en un acuerdo con los locatarios que quedaron, con nuevos vendedores provenientes de Tepito y ambulantes.



			Esa versión es corroborada con los registros de la Asamblea Legislativa. “Se rehabilitó, se tiraron algunos puestos y en su lugar fueron instaladas mesas de concreto para comida comunitaria. El propósito de hacerlo más atractivo para los peregrinos, turistas y sus familias no cumplió con las expectativas creadas y, a partir de los ochenta, con las bajas ventas, la mayoría de los locatarios se mudaron”.



			Las crisis económicas y la nueva apuesta de las autoridades de la ciudad para regularizar el comercio ambulante en torno al santuario religioso llevaron nuevamente a repoblar el mercado hasta alcanzar los 209 locales.



			Con la llegada de los ambulantes, los nuevos inquilinos pronto se vieron en la necesidad de atender deficiencias de la infraestructura y ordenar la zona, por lo que ellos también buscaron ser incluidos en ese proceso de reordenamiento e iniciaron las gestiones ante las autoridades locales.



			El 16 de agosto de 2013 los reclamos de los locatarios se tradujeron en la intervención del diputado local Jorge Gaviño Ambriz, del Partido Nueva Alianza, quien presentó ante el pleno y el presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente de la Asamblea Local, Vidal Llerenas Morales, un punto de acuerdo en el que se exhortó a que ese mercado de comidas dejara de ser un “inmueble subutilizado y sea considerado para otro uso que incremente el turismo en la zona”.



			El diagnóstico de ese momento reveló que, de los 209 locales, 100 se encontraban cerrados o subutilizados como bodegas. Estaban subarrendados o simplemente se abrían cada año en fechas importantes, como el 12 de diciembre, Día de Muertos o cuando los locatarios sabían de la llegada de grandes peregrinaciones.



			“En algunos casos los locatarios engañan a los supervisores y abren sin ofrecer ningún artículo o servicio, solo los llenan de cajas vacías o lo que sea”, fue reportado ante la VI Legislatura.



			“De los restantes locales que sí están ocupados se ofrecen una gran variedad de bienes y servicios de los que destacan la venta de comida, tiendas de abarrotes, herrerías, estéticas, reparación de bicicletas, televisores, zapatos, así como tortillerías, internet, entre otras”, puntualiza el informe de entonces.



			Pero su interés se extendía más allá, sabedores de que la periferia se convierte en el espacio de descanso y dormitorio de los peregrinos que visitan el santuario y que, al igual que muchas de esas zonas, calles y bocacalles, también se disputan entre los franeleros. Algunos de ellos dejan sus puestos en el mercado para traficar con los apartados de calle. Por citar un ejemplo, a los camioneros de Torton o autobuses que transportan peregrinos les llegan a cobrar 200 pesos como mínimo por hacer uso del espacio por una noche.



			Como consecuencia del abandono, el gobierno de la ciudad debía absorber el pago del administrador, la secretaria, el vigilante y servicios como luz y agua, sin olvidar los pagos de mantenimiento, “correctivos de áreas, al no tener una ley actualizada en la materia, los pagos de los locatarios son mínimos y no todos los realizan”.



			Las sugerencias brotaron y se propuso un “uso racional y óptimo al predio”, reubicar ahí a los ambulantes que se encontraban a 30 metros del lugar, al mismo tiempo que se fortalecía la presencia de locatarios que mantenían sus espacios. También se propuso la construcción de un estacionamiento, espacios deportivos o culturales. 



			El diputado Jorge Gaviño impulsó esas propuestas calificando al mercado de comidas como “anacrónico, difícilmente puede competir con los nuevos modelos de centros de venta [plazas]”.



			Entre sus argumentos de impulso modernizador para gentrificar la zona y aplicar esa idea patrimonialista y turística llegó a plantear que, de utilizarse como estacionamiento, se contribuiría a resolver el problema de franeleros y darles seguridad a los visitantes y turistas. O bien, destinarlo a actividades de recreación para alejar a los jóvenes y niños de las drogas, o solo para uso de la comunidad.



			Para 2013 la Subdirección de Mercados y Vía Pública de la entonces delegación reportó la existencia de otros 51 mercados en la demarcación, y en 2022 el padrón ubicó 53 en total. En su conjunto representan 10 650 locales, según el registro de la Secretaría de Desarrollo Económico. Una oferta que es considerada suficiente frente a los potenciales compradores, porque a su vez se registran 10 mercados sobre ruedas, es decir, comerciantes que cambian de ubicación cada día. Otras 22 concentraciones o grupos de comerciantes permanentes lo hacen en la vía pública o terrenos baldíos, así como 160 tianguis que se ponen una o dos veces por semana.



			Comidas salpicadas de gestores y abogados



			El amparo que en octubre de 2015 perdió Inés Benigna Lázaro, propietaria del local 59, fue la señal de alerta entre los 209 propietarios concesionarios o quienes tienen una cédula temporal de empadronamiento.



			En junio de 2015 Inés fue notificada a través de los supervisores delegacionales en el mercado que su cédula había caducado. ¿Cómo podía haber ocurrido, si ella había realizado el trámite de pago? En el mes de noviembre de cada año los comerciantes revisan la publicación para conocer los requisitos de ese trámite de renovación gratuita que se realiza cada año en enero, como lo señala el reglamento de 1951.



			Pero ese junio Inés recibió la noticia de su cancelación. Eso la llevó a preguntar entre sus compañeros cómo podía proceder. Sabía de la existencia de grupos de apoyo a los comerciantes: contadores y abogados que ofrecen sus servicios a los locatarios de la ciudad para resolver ocho trámites clave: obtener la cédula de empadronamiento, el refrendo, la autorización de cambio de giro, el traspaso, así como el cambio de nombre de titular de la cédula. También se deben tramitar permisos para remodelar el local, autorizaciones para que, de manera temporal (90 días), una persona distinta al empadronado pueda realizar la vendimia, o bien, solicitar el aval de la autoridad para las ventas de las llamadas romerías.



			El número de esos gestores es indefinido en toda la Ciudad de México, incluso operan en todo el país sin que se tenga registro de estos intermediarios o “coyotes” (funcionarios que facilitan esos trámites administrativos, fiscales y jurídicos).



			Tan solo en el perímetro de La Merced, donde se concentran 11 mercados, se tenía el registro de 47 organizaciones sociales y civiles en la defensa de los locatarios, 20 de ellas son del comercio formal, seis del informal, así como 12 de atención a la población vulnerable de mercados y vecindades: población en situación de calle, trabajadoras sexuales, de adolescentes y jóvenes, de prevención y combate a las adicciones, así como organizaciones de trabajadores de la vía pública y de vivienda.



			Inés escuchó a sus compañeros e inició un largo camino jurídico que se prolongó durante más de un año.



			El expediente de revisión contenciosa administrativa RCA 59/2016 da seguimiento al expediente IV15612/2015, iniciado en junio de ese año. Ahí se estableció que “la demandada no justificó sus defensas” y, en consecuencia, se declaró la nulidad de su reclamo.



			El recurso que apeló ante la dirección jurídica de la alcaldía Gustavo A. Madero fue la “cancelación de la cédula de empadronamiento por no actividad”.



			“El entonces administrador del mercado quiso tapar con eso los negocios que él hacía con los locales inactivos, rentas y permisos para operarlos, por lo que colocar algunos locales que sabía que se podían recuperar fue su estrategia para ocultar sus negocios”, narra Alfredo de los Santos, quien ahora trabaja en ese lugar.



			Inés perdió el derecho sobre el uso del local y la vigencia de la cédula, a pesar de haber presentado los cuatro recibos consecutivos de pago mensual que por derecho de piso se deben realizar ante la tesorería local. Es una cantidad que se modifica cada año en el Código Fiscal y en ese año fue de 17.49 pesos por metro cuadrado al mes, bajo el concepto de derecho de piso, e incluye pago de agua y luz.



			Según el expediente en tribunales de lo contencioso, el fallo del Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Círculo resolvió por unanimidad que la demanda de Inés era improcedente y estableció “la caducidad de la cédula de empadronamiento [de] la concesión respecto del local número 59”.



			Inés se inconformó con ello y el proceso continuó con diferentes recursos hasta que finalmente lo recuperó. Lo intentó traspasar a principios de 2017, pero una cláusula de la reorganización total del mercado impidió ese trámite por dos años más. Se esperaba que en 2022 se pudiera retomar ese proceso, solo que la pandemia de Covid-19 ha retrasado el análisis del expediente. 



			Los juzgados, un medio de defensa



			“Ese caso del local 59 nos alertó y entonces buscamos a la organización de Alberto Vargas para ampararnos. Pensamos: si a ella le había pasado, a nosotros nos podrían hacer lo mismo. El temor era que las autoridades del área del mercado pudieran argumentar que no se abrían los locales, que estaban siendo usados como bodegas o que no se habían realizado los pagos”, relata Claudia.



			De lado quedaban los cobros que hacen en la dirección de mercados por cualquier cosa: por abrir temprano o cerrar tarde, pintar, por querer arreglar un poco los locales o cambiar una vitrina.



			“Venían y querían cobrarnos. Ahí fue que me metí más a la organización”, recuerda Claudia.



			Meses antes, funcionarios de la dirección de mercados de la alcaldía citaron a los locatarios a una reunión en el auditorio de la demarcación. Ahí los servidores públicos les presentaron la propuesta para derribar y construir un nuevo mercado, con mejores servicios, a fin de atraer aún más a los turistas y peregrinos.



			Después de algunas horas, Claudia recuerda que todos quedaron convencidos de la necesidad de remodelar el inmueble, pero también del riesgo. Podrían aprovechar para el desalojo, derribar el mercado y construir un estacionamiento del que se oía entre rumores de la zona. También existía el temor de que se otorgara a un grupo de inversionistas para hacer una plaza comercial, por lo que los locatarios acordaron una reunión para los días siguientes.



			“Ahí volvió a salir el caso del local 59. Para entonces todavía no sabíamos el fallo, pero sí que la dueña del local 59 tenían meses entre amparos y juzgados. Por seguridad de todos acordamos interponer un amparo colectivo. Los abogados recomendaron que era la única manera de defendernos de un posible despojo, que todo fuera una treta para sacarnos”.



			A las nueve horas con 14 minutos del 30 de septiembre de 2015 se realizó la audiencia, encabezada por el juez quinto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, Juan Pablo Gómez Fierro, para desahogar el amparo 1532/2015.



			En el amparo se reclamó una orden de demolición del mercado y el desalojo o desocupación de los locales comerciales de quienes se presentaron ante ese juzgado. Un total de 50 personas. Aunque los abogados proporcionaron los nombres del resto de locatarios, el juez desechó la demanda, porque los documentos no contenían las firmas del resto de los interesados.



			Entre las pruebas que aportaron estaba una copia de la convocatoria de licitación nacional 30001098-027-15, del 20 de julio de 2015, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en cuya descripción “se advierte que es para la reconstrucción del Mercado Público 81 Villa Comidas Viejo”.



			La otra prueba que presentaron fue un audio en el que los funcionarios de la delegación proponían reubicar a los locatarios, solo que el juzgador la desechó porque en los diálogos se hablaba de un mercado, “sin poder inferir situaciones de modo, tiempo y lugar en que se llevaron a cabo dichas conversaciones. Ni a quién se le puedan atribuir, por lo cual no se logra acreditar” lo señalado por los comerciantes.



			“Junto a ese amparo se presentó otro más que respaldaba a 40 locatarios con la sola intención de contar con un documento que pudiera registrar el nombre de las personas que contaban con una cédula, para que en el momento del desalojo no fuéramos desconocidos como titulares o propietarios”, relata Claudia Casados.



			Previo a desalojar el inmueble, la organización de Claudia, la Iturbide, y los independientes, firmaron con las autoridades delegacionales una minuta. En ella, además de proporcionar copia de la cédula, de los pagos realizados por derechos de puesto e identificaciones, lograron ser reubicados de manera temporal en el jardín que está enfrente del mercado. Como una forma de estar vigilantes del avance de la obra.



			“Aprovechamos que en la delegación nos dijeron que tenían el dinero. Nosotros mismos lo corroboramos ante la Sedeco y fue por eso que aceptamos la obra”.



			Ahí Claudia se confirma como lideresa. “Ese mercado lo tuvimos que ganar a fuerza de amparos en el tribunal de lo contencioso administrativo y otros a nivel federal, para obligar a la alcaldía a firmarnos un convenio, algo real. Nos querían firmar un convenio de ‘te sales y te metemos a otro mercado’. No nos querían firmar algo real”.



			Y se logró a través de amparos y varios abogados durante los dos años que duró la construcción.



			—¿Cuándo abandonan el mercado? —se le pregunta a Claudia al concluir una de sus jornadas de trabajo.



			—Nos salimos el 30 de septiembre y regresamos dos años después, en el mes de agosto de 2017. Aunque la ceremonia oficial de inauguración se realizó hasta el 22 de diciembre de ese año.



			Los problemas que presentaba el mercado 81 Villa Comidas eran semejantes a los de otros 300 mercados públicos. El 71% de las instalaciones hidrosanitarias está en malas condiciones, 64% tiene problemas en su red eléctrica, 55% en techumbres y pisos, así como 63% en los registros pluviales; es el reporte que llega con una petición de inversión hasta la legislatura local.



			El deterioro representaba un riesgo, algo semejante a otros mercados, y provocó que en el periodo de finales de 2019 a inicios de 2020 ocurrieran cinco incendios, entre ellos en el Morelos y San Cosme, pero el de más impacto fue el ocurrido en La Merced, el mayor complejo de mercados integrados en un espacio de 228 hectáreas; mientras que en 2021 otro incendio arrasó con un segmento del mercado de Sonora. 



			En el caso de La Merced, en 2013, un incendio anterior en la nave mayor hizo resurgir la idea de un plan de rescate, y desde entonces sigue pendiente.



			En 2019 la Sedeco estimó entonces que se requerían más de 768 millones de pesos para rehabilitar la totalidad de los mercados, puesto que además se reconoce que de ahí dependen los ingresos de 300 000 personas.



			Al arranque de 2022 la Sedeco estimó que al menos 28 de los 50 grandes mercados de la ciudad son de “alto riesgo” por sus condiciones de infraestructura. Mientras que, de los más de 300, se calculaba en 30 los que tenían prioridad de atención, ante los riesgos de sus condiciones eléctricas, entre ellos la existencia de “diablitos”, dispositivos que permiten el acceso irregular a la luz.



			Esa situación hizo que entre 2020 y 2021 las autoridades realizaran acciones de supervisión junto con la Comisión Federal de Electricidad y contabilizaron 7 000 acciones ilícitas en las instalaciones de los locatarios, por lo que, después de cambiar el cableado, advirtieron a los comerciantes que, en caso de reincidencia, de modificación o alteración, se procedería a cancelar la cédula de autorización del local.



			De 2019 a 2021 el gobierno central de la cdmx y las alcaldías destinaron 964 millones 812 833 pesos a través del programa para el Fomento y Mejoramiento de los Mercados Públicos con el fin de renovar y rehabilitar las condiciones de infraestructura de 39 mercados. Para 2022 se preveía canalizar otros 380.8 millones a ese propósito en otros espacios comerciales en los que los locatarios han demandado atención.



			Locatarios, entre el poder fáctico 
y la tramitología



			Previo a regresar y ocupar las nuevas instalaciones del mercado Villa Comidas (Viejo), el gobierno notificó a los locatarios que solo se habían construido 184 espacios, no 209, y eso inició una disputa entre propietarios y organizaciones internas.



			“De ellos a la organización que yo represento le entregaron 134 espacios. Quedaron 80 compañeros fuera. De los lugares que se construyeron, las autoridades de la delegación otorgaron otros 40 al comercio ambulante y quedaron seis lugares independientes. Se otorgaron a líderes de esta zona de la Villa de Guadalupe”, cuenta Claudia en una de las varias conversaciones.



			“A la organización Iturbide, la otra que tiene presencia en el Villa Comidas, le dieron otros 40 locales, además de 50 espacios más en el mercado de la Casa del Peregrino, que está ubicado junto a uno de los accesos a la Basílica”.



			Seis más fueron dados a líderes que participaron en la administración del exdelegado perredista Víctor Hugo Lobo, sin que los nuevos locatarios tuvieran algún antecedente, al menos no ahí en el Villa Comidas. Lo mismo les dieron locales a quienes participaron en la campaña para pagar favores a sus organizaciones dentro de la Villa de Guadalupe.



			Claudia medita un poco, hurga en su memoria y añade una acusación que ameritaría investigarse: “Sé que uno de los locales se le otorgó a una persona que es diputado, Ignacio Contreras, pero realmente no sé cómo se llama la organización”.



			Ella y los comerciantes omiten hablar sobre quiénes son los dirigentes de los diferentes grupos que operan en la ciudad. Lo que Claudia no detalla en la conversación es que Ignacio Contreras es fundador y presidente de la Federación de Comerciantes Ricardo Flores Magón y creador del Movimiento Gremial Unificado (Mogún), que controló casi la totalidad del comercio en la vía pública en la capital del país durante la administración priista del regente Óscar Espinosa Villarreal, a mediados de los años noventa.



			El control de los comerciantes, con padrones alternos a los de la autoridad, y el dominio de las calles, los mercados y su movilización para presionar a los gobiernos durante esos años hacen ver que Contreras, alias Mogún, incidiera en la destitución de jefes delegacionales.



			Esa fuerza de movilización le hizo ganar una diputación por el Partido Revolucionario Institucional (pri) entre 1994 y 1997.



			Al finalizar esa década los locatarios estiman que uno de cada tres comerciantes en la ciudad pertenecía a alguna de las filiales de Mogún, con fuerte incidencia no solo política. Su forma de sobrevivir como organización era el empadronamiento alterno y el cobro a los comerciantes para tener acceso a esa protección. Así se logró con comerciantes en nueve de las 16 demarcaciones: Cuauhtémoc, Venustiano Carranza, Iztapalapa, Miguel Hidalgo, Azcapotzalco, Benito Juárez, Coyoacán, Álvaro Obregón y, por supuesto, Gustavo A. Madero.



			Claudia retoma el relato entre sus recuerdos y señala que, a pesar de que los locatarios de su organización no se distinguen por ningún color, hubo momentos en que salieron a respaldar a los candidatos por presión de la entonces delegación.



			“Mientras estuvo el prd sí nos obligaban a apoyar al partido. Si no apoyábamos nos cerraban el mercado o no nos entregaban las cédulas, los locales. Nosotros hacemos trabajo institucional, tratar con la alcaldía sea del color que esté: rojos, amarillos, morenos… Y si no pertenecemos a alguno de ellos, por decir: no pertenecemos a Morena o al prd, nos cuesta mucho trabajo representar a la gente. No nos reciben. Nos dejan tres, cinco u ocho horas esperando afuera de las oficinas o nos cancelan las reuniones. No tenemos el privilegio de la gente que en ese momento está cerca de la alcaldía”.



			En el proceso electoral intermedio de 2021, el alcalde registró su candidatura por Morena para lograr la reelección por tres años más al frente de la demarcación. Durante la campaña de mayo los locatarios de mercados estuvieron presentes en algunos de los recorridos por las 150 colonias de la gam. Ahí se comprometió a que, de ratificar su posición, impulsaría la regularización de 50 000 negocios.



			Pero para el cierre de campañas lo mismo en esa localidad que en Iztapalapa, Venustiano Carranza y Miguel Hidalgo los aspirantes a ratificar su cargo pidieron a los locatarios asistir. “Ahí sabemos que si no asistes al evento nos van a condicionar los espacios adicionales para las romerías o la vendimia de fin de año”, cuenta Alberto Vargas.



			Dependiendo del partido en la alcaldía es como se define el apoyo.



			Claudia esboza lo que les ocurre a las mujeres en ese ambiente: “Me manejo antipartidista y eso como mujer me ha costado mucho trabajo. Llegar a acuerdos con la gente de la alcaldía. Es muy difícil que me escuchen”.



			La alternancia de partidos en el gobierno local no ha modificado esas prácticas, ni siquiera la llegada de Morena, que así lo propuso como promesa de campaña. “De hecho, desde el proceso electoral de 2018 lo vimos, no nos obligaron a ir a mítines. Nos pidieron cerrar el mercado porque, al estar frente a la explanada delegacional, teníamos que cerrar para que instalaran sus ferias y mítines”.



			Ejemplifica: “Digo que la situación no cambió, porque antes con el prd, por ejemplo, nos obligaron a apoyar a Alejandra Barrales [aspirante a la jefatura de Gobierno en la ciudad]. Tuvimos que organizar a la gente para ir a varias concentraciones que realizaron en el Monumento a la Revolución. Como estábamos afuera del mercado y no teníamos el convenio de garantía, teníamos que asistir obligadamente”.



			A la llegada de Morena en el año 2018 ella se alejó un poco del mercado.



			“Tuve un preinfarto, pero tampoco nos han convocado. Hasta ahora se ha empezado a acercar la gente de Morena, a tratar de hablar con mis compañeros que están frente al mercado y pedir su apoyo, pero como organización nosotros firmamos un acuerdo de confidencialidad de datos donde ni yo ni nadie puede dar datos o documentos a los partidos políticos. Pero ellos insisten: han tratado de obtener las credenciales de elector bajo pretextos, de no sé qué y no sé cuánto, y como nosotros no se las damos, pues están insistentes. Eso también hace que nos hagan a un lado, porque no somos carne electoral”.



			Las ambiciones de poder hacen brotar los pactos y códigos de complicidad, la estafa, el despojo y el fraude en la segunda demarcación más grande en la Ciudad de México.



			“A raíz de que nos negamos a entregar documentos, credenciales, en la administración anterior, pues sí recibí amenazas de todo tipo, por teléfono, por todo el interés que generó construir un nuevo mercado. Solo tomé medidas de seguridad y seguimos… En esta administración nuestra organización ha sido bastante relegada. Hemos buscado, desde el primer día de mandato, a este alcalde Francisco Chíguil para informarle la situación real del mercado y jamás nos pudo recibir. Buscamos de ahí hasta la subdirección de Mercados y Vía Pública, la jefatura de Mercados, los hemos estado buscando y no tenemos respuesta, por eso son cada vez más los procesos administrativos que han iniciado mis compañeros. Hasta ahora son más de 130 procesos en tribunales administrativos”, calcula.



			Cacicazgo local que hace escuela



			Francisco Chíguil ocupó su primer cargo político en la alcaldía Gustavo A. Madero en 1997, cuando llegó por primera vez a la legislatura local, y desde entonces estableció un cacicazgo que permanece.



			Su segundo encargo en la demarcación fue en la dirección ejecutiva de Desarrollo Económico. En 2003 regresó a la entonces Asamblea Legislativa y en 2006 ocupó por primera vez la jefatura delegacional. Ahí designó como colaborador a Víctor Hugo Lobo Román, al frente de la dirección de Servicios Urbanos, donde surgió un cacicazgo de 15 años.



			Sus gestiones se han llenado de denuncias y hechos escandalosos, el mayor de ellos hizo que Chíguil tuviera que dejar el cargo, al solicitar una licencia en medio de los reclamos de familiares y la sentencia pública tras el fallido operativo de desalojo del club New’s Divine que terminó en tragedia.



			A las seis de la tarde del 20 de junio de 2008 personal de la alcaldía y un grupo de policías establecieron una muralla de hombres que impidieron la salida del lugar en ese club nocturno, mientras se realizaba la verificación administrativa.



			El anuncio a los jóvenes de que serían sometidos a una revisión y que debían desalojar el lugar provocó la estampida hacia la única salida. El amotinamiento llevó al fallecimiento por asfixia de 13 jóvenes y otros 16 más resultaron con heridas. 



			En la investigación del caso salió a la luz que esa tarde, mientras los jóvenes en su mayoría adolescentes de secundaria se reunían para festejar el fin de cursos, el personal de verificación de la alcaldía fue notificado de una denuncia ciudadana sobre una tardeada más con venta de alcohol a los menores de edad.



			El local que había sido creado en 1996 bajo el nombre de Pingos y luego La Rocka cambió de nombre a New’s Divine debido a las múltiples clausuras. Las versiones en “Horas infaustas: La tragedia del New’s Divine”, una investigación periodística, refieren que fue a través de un amparo ante el tribunal contencioso y administrativo que el lugar fue reabierto poco tiempo antes de los hechos.



			Víctor Hugo Lobo Román nació en esa alcaldía en 1969 y para 1999 obtuvo su primer cargo como director territorial de zona. En 2003 fue ascendido a director de Participación Ciudadana y en 2005 regresó a otra dirección territorial, en donde obtuvo experiencia como operador político y contacto con diversos grupos sociales.



			Tras la destitución de Chíguil por el caso New’s Divine, Lobo permaneció en Servicios Urbanos hasta que fue designado candidato a la jefatura de la entonces delegación. Ahí estuvo de 2009 a 2012 y con el conocimiento de manejo territorial fundó la agrupación política Fuerza Democrática, que le sirvió también dentro del prd para continuar su carrera.



			Lobo Román siguió las enseñanzas de Chíguil y al llegar a la delegación designó a su esposa, Nora del Carmen Bárbara Arias Contreras, como directora de Bienestar Social.



			Según un reportaje de La Silla Rota, Víctor Hugo Lobo se ganó entonces el mote del Delegado del Millón porque era esa cantidad en pesos lo que solicitaba a los grupos de constructores para aprobar sus desarrollos, denunciaron después dirigentes de la Confederación Patronal Mexicana (Coparmex).



			Locatarios de mercados públicos señalan que Fuerza Democrática se convirtió desde entonces en la verdadera instancia de verificación y gestoría de trámites de locales.



			En la elección de 2012 Lobo Román se convirtió en diputado local, mientras que su esposa, en delegada de los maderenses.



			Tres años después la Pareja Imperial consolidó su estrategia, e invirtieron los cargos: él se convirtió una vez más en delegado y ella en diputada local. Todo con el poder del voto y la movilización de Fuerza Democrática. Así ejercieron el poder entre 2015 y 2018.



			Para la elección federal de 2018 la pareja se preparaba una vez más para la alternancia. Él se registró como aspirante a una diputación plurinominal en el nuevo Congreso de la Ciudad de México y ella como candidata de la alianza prd-pan a la estrenada alcaldía Gustavo A. Madero.



			Tras el proceso electoral que derrotó a la alianza ella se convirtió en presidenta del prd en la Ciudad de México, pero él ratificó su fuerza al convertirse no solo en diputado local, sino también en coordinador de la bancada de ese partido y presidente de la Junta de Coordinación Política del Congreso local.



			Hay quienes consideran que la alianza ha permanecido y prefirió cerrar el paso a otro grupo político en la demarcación, por lo que perfiló de nueva cuenta a Francisco Chíguil a la jefatura de la alcaldía, pero por Morena, y ratificó su posición con la reelección en 2021. Hay otros que señalan que eso solo es signo de la disputa por el control de la demarcación.



			Plaga de problemas



			En medio de esa disputa política, en agosto de 2018 las autoridades capitalinas notificaron a Claudia Casados que entregarían el nuevo complejo a los locatarios, pero cuando eso ocurrió “nos habían quitado 80 lugares, 80 locatarios quedaron fuera y había 40 locales inactivos comprobados. Es una cifra que considerábamos la real y los otros 40 fueron quitados por cuestión de metros [excedían el promedio del tamaño de los puestos]; otros no tenían pagos o había algo irregular en su documentación”.



			La inauguración no representó poner orden y regularizar las cédulas de empadronamiento, porque los locales no fueron asignados a los ambulantes, sino a un líder que solo los repartió con su familia y dejó a muchos de sus representados sin su espacio y sin trabajo.



			Algunos sí consiguieron un local, porque convencieron al dirigente de rentarles los lugares que fueron asignados a sus familiares, a pesar de que eso está prohibido por el reglamento y por el lineamiento para la operación y funcionamiento de los mercados públicos (2015).



			“Ellos están rentando indebidamente. Están de bodega, algunos no se han habilitado y otros se traspasan en montos estratosféricos: de 100 000 a 150 000 pesos o a como se dejen las personas. En realidad les traspasan problemas”, sigue Claudia.



			La modernización de infraestructura del mercado no acabó con las irregularidades administrativas. A los locatarios les dejaron las cédulas con el número del local anterior, de modo que ahora el pago del predial ante Tesorería es con el número anterior y los números asignados en la reapertura no se regularizaron.



			Es común encontrar locales cerrados en los mercados: incluso un estudio de 2017 sobre la caracterización de la oferta de los mercados públicos encontró que uno de cada tres locales revisados estaba cerrado o sin actividad económica visible, 15 169 de 46 120 espacios revisados.



			Alberto Vargas y locatarios de mercados de Venustiano Carranza coinciden con Claudia: la presencia de los líderes, supervisores y funcionarios del área de mercados es la causante de las irregularidades. Acusan que es ahí donde se origina la corrupción. Por temor a represalias, guardan el anonimato, porque saben que, a pesar de los cambios de los servidores en las ahora alcaldías, los directores y subdirectores de mercados logran permanecer en sus cargos.



			Uno de esos casos de denuncia salió a la luz en 2015; la interpusieron comerciantes del mercado Morelos ante la Comisión de Derechos Humanos del entonces Distrito Federal (cdhdf). Se hizo en contra del titular de la dirección ejecutiva, Héctor Israel Rodríguez Hernández, a quien acusaron de exigirles la entrega de 20 000 a 40 000 pesos para apoyar la campaña de Julio César Moreno a una diputación federal por el prd. Este último tiene su bastión político en dicha demarcación, ha sido dos veces delegado en Venustiano Carranza y en 2021 se convirtió, ahora como integrante de Morena, en diputado federal.



			Los tiempos electorales han sido el escenario para la abierta denuncia. En 2018 los locatarios aprovecharon la presencia de los candidatos a diputados locales para acusar el maltrato que reciben al momento de realizar un trámite en la delegación o alcaldía: “Nos hacen esperar horas antes de ser recibidos, nos tratan con desprecio y ha habido funcionarios que hasta mugrosos nos han llamado. También hemos sufrido la retención de nuestras cédulas a manera de presión y amenaza”, narraron a partidos como Movimiento Ciudadano.



			Ante ellos denunciaron la imposición de administradores de la alcaldía Venustiano Carranza en el mercado Morelos.



			“Solo se han distinguido por hacer negocios personales, nunca por mejorar las condiciones en las que laboran los locatarios, tengo tres años y no he podido regularizar mi establecimiento, me traen vuelta y vuelta con el propósito de aburrirme y obligarme a abandonar mi changarro”, declaró un locatario, siempre bajo el anonimato por temor a las represalias.



			Otros se quejaron de cobros indebidos de luz, del drenaje tapado, de goteras en el techo, del cobro por servicio de baños —que nadie sabe dónde paran— y de la colocación de sellos de clausura apócrifos.



			“El personal de la delegación ha venido a colocar cartulinas con la leyenda ‘Inactivo’, sin sellos ni nada oficial que distinga esos supuestos sellos de clausura. Ahí es donde empieza nuestro calvario y peregrinar con ellos. A esto habría que sumar la prepotencia y la falta de respeto con la que actúan estos servidores públicos”, denuncia uno más.



			Los locatarios relatan que operan a través de verificadores, que, bajo cualquier pretexto, amenazan con sanciones, castigos y quitarles sus puestos.



			En ello coincide Édgar Ignacio Quintana, presidente del Frente de Comerciantes y Colaboradores del Servicio Público de Mercados México.



			Dependiendo del lugar en el que está ubicado el local, los puestos en los mercados se llegan a traspasar en millones de pesos mediante acuerdos entre particulares. El precio más bajo puede ser de 10 000 pesos, en la calle, la banqueta, y de ello hay una porción que “se debe salpicar como parte del entre al área de mercados”. Pagos que no se reportan a la Tesorería del gobierno de la Ciudad de México, sino que se quedan entre los funcionarios de las direcciones de mercado.



			El poder de los verificadores



			La Venustiano Carranza enfrenta una historia de control político semejante a la de Gustavo A. Madero. Ahí el cacicazgo lo encabezan los hermanos Moreno Rivera: Julio César e Israel. El primero de ellos al mando, y en la alternancia participan, además de su hermano, dos de sus colaboradores: Manuel Ballesteros y Alejandro Piña. Entre los cuatro han gobernado durante los últimos 15 años la demarcación.



			Julio César inició su carrera en 1999 en el Comité Ejecutivo del prd en Venustiano Carranza. En 2003 llegó a su primera diputación local y en 2006 ganó por elección la jefatura delegacional.



			Dos años después se separó del cargo para competir por una diputación local y dejó el nombramiento a Manuel Ballesteros. Mientras, su hermano Israel llegó a la dirección jurídica que había dejado Ballesteros. En el ajuste, Alejandro Piña se integró como director de Participación Ciudadana. 



			Desde entonces Julio César dejó la delegación para ir a diputaciones federales y locales. Entre las gestiones de Manuel y Alejandro, Israel llegó a la jefatura de la delegación en 2015, pero el 8 de noviembre de 2017 sentó precedente nacional al momento en el que la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo destituyó por incumplir el amparo de cuatro extrabajadores que reclamaron se les diera el nombramiento formal de la tarea que realizaban: verificadores o inspectores.



			En sus alegatos judiciales acreditaron haber desempeñado funciones de inspectoría o verificación desde el 26 de noviembre de 2003 hasta la segunda quincena de marzo de 2005. Tanto Manuel Ballesteros como Israel Moreno dejaron correr el proceso, pero la Corte determinó la destitución y el reconocimiento de la labor de esos cuatro empleados irregulares. La fuerza política de los hermanos Moreno hace que hoy Julio César mantenga su posición como legislador federal, en tanto que Israel es subsecretario de Coordinación Metropolitana y Enlace Gubernamental de la Ciudad de México.



			Cobros y más cobros



			Los verificadores se han convertido en el verdadero poder detrás de la operación de los mercados. Ellos, como los gabellotti o los arrendadores del siglo xix, son los encargados de recoger las rentas de pagos no oficiales y reportan lo básico a la autoridad local, según declaran decenas de comerciantes. Su apetito es del tamaño de lo que se estima en ventas en los mercados.



			El promedio de ingresos en mercados de tamaño mediano se estima entre un millón 370 000 y 84 000 pesos a la semana, solo que si ello se divide entre el número de locales involucrados, se advierte la dimensión de las ganancias: van de 261 a 1 271 pesos por día, según lo que comentaron los propietarios de mercados como el 17 de Marzo, el Independencia y el Prado Norte.



			La encuesta de 2017 del Consejo Económico y Social de la Ciudad de México y la Universidad Autónoma Metropolitana a locatarios reportó que en el mercado de San Lorenzo Tezonco, en Iztapalapa, donde se asentaban 196 locales y 42 de ellos estaban cerrados, se generaba en diciembre de 2017 un millón 370 760 pesos en ventas semanales.



			El mercado Benito Juárez de Milpa Alta reportó ingresos de un millón 344 283 pesos a la semana con 207 locales y 51 de ellos cerrados.



			El Anáhuac, de la Miguel Hidalgo, con 399 locales, 114 de ellos cerrados, calculaba en un millón 146 000 pesos las ventas por semana.



			El María Esther Zuno de Echeverría, ubicado a unos metros del 81 Villa Comidas, reportó ventas por 84 334 pesos en la mitad de sus 97 puestos, dado que el resto se reportó cerrado.



			Frente a esas ganancias, los locatarios enfrentan cobros diversos, adicionales, de forma ilegal. Surgen a partir de peticiones para que se les autorice modificar pintura, ampliar pasillos o colocar vitrinas adicionales.



			Como cómplices e intermediarios de esos pagos ilegales están los administradores de los mercados. La medida estándar de locales en la ciudad es de 5.41 metros cuadrados. Van desde los dos a los nueve metros cuadrados por local.



			Si en algún local hay una lámina de techo rota, el locatario no puede cambiarla. Si lo hace y el administrador se da cuenta le pide una cantidad. Cada administrador establece sus cuotas, por lo que son variables.



			El pago oficial ante la Tesorería en 2022 es de 1 200 pesos semestrales. Son 2 400 pesos al año en promedio que incluyen el pago de agua, de la luz y, en algunos casos, de velador, coinciden las voces. Según el Código Fiscal, en 2022 los locatarios deben pagar 23 pesos por metro cuadrado.



			Las romerías son las nueve ventas de temporada para conmemorar festividades populares en el país. Las más grandes son la de Día de Muertos, fin de año, Día de las Madres, las fiestas patrias y el 12 de diciembre, Día de la Virgen de Guadalupe.



			Previo a cada una de ellas las alcaldías publican en la gaceta local los requisitos para otorgar los permisos. No se entregan a cualquier persona, sino a quienes tienen derechos de la cédula de concesión, lo cual puede implicar un cambio de giro provisional o la reubicación del locatario.



			Se entrega preferentemente a aquellos que cuentan con antecedentes de permiso, por lo que ahí hay otra ventana de discrecionalidad para que la moneda de cambio siga siendo “el entre” o “el moche”.



			Identificar los locales sin uso, el traspaso, el cambio de nombre de titular de la cédula, son otros de los trámites que crecieron en mayor medida con el paso de los años; el fallecimiento de los fundadores o la crisis económica, entre otros. La crisis que se vive a consecuencia de la pandemia de Covid-19 incrementó las posibilidades de que ocurran actos de despojo, corrupción y cobros, por lo tanto, también de que los mercados judicialicen su funcionamiento.



			Un escenario más para la intervención de los verificadores ocurre con los traspasos debido a las bajas ventas, la competencia creciente de ambulantes, plazas comerciales o incluso la inseguridad. La pandemia por Covid-19 trajo mucho de eso. Por las bajas ventas, el cierre temporal de los mercados y las restricciones sanitarias, el traspaso de los locales se hizo cada vez más frecuente. Las páginas de anuncios en internet lo muestran: “Traspaso excelente local ubicado en mercado Abelardo Rodríguez ubicado en el Centro Histórico en la calle de República de Venezuela. El local está a pie de calle, 30 metros cuadrados. Tienda de 20 metros cuadrados y bodega (se pueden integrar a la tienda), además de 50 metros cuadrados en el segundo piso”, se ofrece en la plataforma y muestra imágenes de la colorida distribución de frutas y verduras. La oferta es de cuatro millones de pesos.



			Otro más se ofrece en Tacuba por dos millones 340 000 pesos, uno más en el mercado de Lomas de Chapultepec por 850 000 pesos; en la Roma Sur hay otro más por 750 000 pesos o en el Cerro de la Estrella un local para jugos y frutas por 220 000 pesos; todos son precios negociables, pero también todos sujetos a la aprobación de los verificadores, por lo que se llevan un porcentaje, dice Alberto Vargas.



			“El traspaso puede estar calculado en 100 000 pesos, pero el administrador o el verificador, quien intervenga primero, saben que una parte debe quedar para ellos, entonces fija el traspaso en 120 000 pesos, para que 20 000 pesos se repartan sin que eso se reporte en la delegación”, cuenta otro de los comerciantes.



			La oportunidad para sacar provecho se presenta incluso en el caso del fallecimiento de los concesionarios. Si no hay quien reclame la propiedad, son intervenidos por los supervisores para retirar la cédula. En el caso de existir familiares la ley prohíbe que los puestos sean heredables e impide, también, que se puedan ceder los derechos de las cédulas al margen de la autoridad. El amparo 319/2019 que llegó al pleno del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México relata la disputa familiar por dos de los locales del mercado Portales Norte entre los hijos y la concubina, al fallecimiento del titular de la cédula o permiso para operar el local.




OEBPS/Images/ptitulo.png
Las siete mafias chilangas

¢Quiénes gobiernan realmente la CDMX?

SANDRA ROMANDIA
(coordinadora)

Grijalbo





OEBPS/Images/cover.jpg
. L
QUIENES
GOBIERNAN

REMMENTE

.,
I N
g gl
(154 o
i i
it it
gl f
N b i
k] & i B
w il
7, o
2.4 i
17 oA
i g
e it
N i}
) {iRg
i H
al I
i 1 B

ROHANDI I\











